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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2020298
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 68, Julio de 2019, Tomo III Materia(s): Constitucional, Penal, Penal
Tesis: XI.P.28 P (10a.)
Página: 2112

 
DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD PRIVADAS DE LA
LIBERTAD. CUANDO LA SOLICITUD SOBRE MODIFICACIÓN O SUSTITUCIÓN DE LA
MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA DURANTE EL PROCESO PENAL,
INVOLUCRA EL ANÁLISIS DEL ACCESO AL GOCE DE TAL DERECHO, SE IMPONE AL
JUZGADOR EL DEBER DE ALLEGARSE OFICIOSAMENE DE TODOS LOS ELEMENTOS DE
PRUEBA NECESARIOS PARA VERIFICAR QUE EL ESTADO DE SALUD DEL PROCESADO,
SEA COMPATIBLE CON ESA MEDIDA.

El derecho a la salud es de especial importancia para las personas privadas de su libertad en un
centro de reclusión, ya que como no pueden satisfacerlo por sí mismas, el Estado se convierte en
su único garante, como lo precisa la regla 24 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para
el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela). Respecto de las personas con
discapacidad sujetas a prisión preventiva, se impone a las autoridades encargadas del proceso y
de los centros de reclusión, el deber de hacer ajustes razonables para garantizar su disfrute en
igualdad de condiciones, de forma que sea compatible con la dignidad humana reconocida en el
artículo 5, numerales 1 y 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Así, cuando
la solicitud de modificación o sustitución de prisión preventiva por otra medida, descansa en la
condición del procesado de persona con discapacidad, el juzgador, a priori, no debe calificar la
gravedad de su estado de salud, sino que está obligado a cerciorarse del tipo y grado de
discapacidad que padece, el tratamiento adecuado para ésta, sus repercusiones en las
actividades cotidianas, así como verificar que la prisión cuente con la infraestructura humana y
material para brindar la asistencia médica acorde con sus necesidades particulares; esto, porque
cuando el encarcelamiento no permite el ejercicio mínimo de los derechos básicos y se ponen en
peligro la integridad personal y la vida, los Jueces deben revisar la pertinencia de otras medidas
alternativas a la prisión preventiva, para garantizar la continuación del proceso. Por tanto, para
resolver sobre dicha solicitud, el juzgador debe tener a la vista los datos necesarios para
ponderar la compatibilidad de la discapacidad con la privación de la libertad; de lo contrario, debe
ordenar la práctica de cuantas diligencias estime necesarias (pruebas periciales, inspecciones
oculares, visitas, etcétera), a efecto de allegarse de todos los datos pertinentes, actuando con
toda la diligencia para resolver de inmediato, y evitar que la dilación en el dictado de esa
resolución lesione el derecho humano de acceso a la salud del procesado. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.
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Amparo en revisión 359/2018. 11 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Omar
Liévanos Ruiz. Secretaria: Katia Orozco Alfaro.

 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2019987
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 67, Junio de 2019, Tomo VI Materia(s): Común, Penal
Tesis: I.7o.P.122 P (10a.)
Página: 5293

 
ORDEN DE TRASLADO DE PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD CON MOTIVO DE UN
PROCEDIMIENTO DE EXTRADICIÓN (CONCLUIDO) DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN A
OTRO. AL SER UN ACTO RELACIONADO CON SUS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO,
ES REPARABLE MEDIANTE EL MECANISMO DE CONTROL DENOMINADO "PETICIONES
ADMINISTRATIVAS" ESTABLECIDO EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, POR
LO QUE DE NO AGOTARLO PREVIO AL AMPARO, SE ACTUALIZA LA CAUSA DE
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XX, DE LA LEY DE LA
MATERIA.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de
tesis 57/2018, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 79/2018 (10a.), de título y subtítulo:
"OMISIONES INHERENTES A LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO. PARA
RECLAMARLAS, LA PERSONA PRIVADA DE SU LIBERTAD DEBE AGOTAR EL MECANISMO
DE CONTROL PREVISTO EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, ANTES DE
ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", estableció que de los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 9,
10, 30, 107 a 115, 117, fracción I, 122 y 131 a 135 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, se
advierte que el procedimiento de ejecución penal contiene un mecanismo de control denominado
peticiones administrativas, mediante el cual las personas privadas de su libertad pueden
reclamar, sin mayores formalismos, ante la autoridad penitenciaria o el Juez respectivo, las
omisiones inherentes a sus condiciones de internamiento que vulneran sus derechos. Ahora bien,
el traslado de un centro de reclusión a otro se clasifica dentro de las condiciones de
internamiento y, por ende, es reparable por el medio de defensa previsto en dicha ley especial, ya
que en caso de que el quejoso considere alguna omisión en relación con las condiciones de su
internamiento por parte de la autoridad penitenciaria, puede acudir ante el Juez correspondiente
para defender sus derechos por medio del recurso previsto en los artículos 107 a 115 de esa
normatividad, y al no agotarlo previo al amparo, se actualiza la causa de improcedencia prevista
en la fracción XX del artículo 61 de la Ley de Amparo. Así, aun cuando deba considerarse que la
ley nacional señalada es inaplicable al procedimiento de extradición, si éste ha concluido, la
persona asegurada con fines de extradición, a disposición de la Secretaría de Relaciones
Exteriores, al gozar de los derechos que señala esa codificación, puede reclamar su traslado
mediante el mecanismo de control denominado peticiones administrativas; estimarlo de otra
manera, sería dejarlo inaudito ante las situaciones vinculadas con sus condiciones de
internamiento, lo que atenta contra el derecho de igualdad, previsto en el artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Amparo en revisión 47/2019. 29 de marzo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Lilia Mónica
López Benítez. Secretario: Enrique Velázquez Martínez. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 79/2018 (10a.) y la parte conducente de la ejecutoria
relativa a la contradicción de tesis 57/2018 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial
de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 61, Tomo I, diciembre de 2018,
página 230 y 64, Tomo II, marzo de 2019, página 1253, respectivamente.

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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Amparo en revisión 225/2018. 30 de agosto de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José
Nieves Luna Castro. Secretario: Carlos Ruiz Alejandre. 

Nota: El criterio contenido en esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de
tesis 304/2018, resuelta por la Primera Sala el 13 de febrero de 2019.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2018906
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 62, Enero de 2019, Tomo IV Materia(s): Común, Penal
Tesis: II.2o.P.78 P (10a.)
Página: 2594

 
PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. SI RECLAMAN
ACTOS RELACIONADOS CON LAS CONDICIONES DE SU INTERNAMIENTO QUE AFECTAN
DERECHOS SUSTANTIVOS, CON CONSECUENCIAS IRREVERSIBLES O FATALES QUE
PONGAN EN RIESGO SU VIDA, SU SALUD O SU INTEGRIDAD FÍSICA, SE ACTUALIZA UNA
EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE
AMPARO INDIRECTO.

Los artículos 1, 2, 4, tercer y cuarto párrafos, 9, 25, fracción I, 30, 107 a 115, 122 y 130 a 135 de
la Ley Nacional de Ejecución Penal establecen un procedimiento administrativo para atender las
solicitudes de las personas privadas de su libertad, relacionadas con su salud, lugar de reclusión,
cambio de módulos, estancias, dormitorios, alimentación, entrega de vestimenta y, en general,
con todos los actos que afecten sus condiciones de vida digna y segura en reclusión; además,
disponen la posibilidad de impugnar las decisiones u omisiones de la autoridad penitenciaria, por
medio de la controversia que se plantee ante el Juez de Ejecución, incluso, prevén que los
internos tienen a su alcance los recursos de revocación y apelación para el caso de estar
inconformes con alguna decisión de la autoridad judicial. De lo anterior, se colige que, por regla
general, antes de acudir al juicio de amparo a impugnar actos relacionados con las condiciones
de internamiento de personas privadas de la libertad, es necesario agotar el procedimiento
administrativo referido, así como los medios de impugnación previstos en su contra, atento al
principio de definitividad. Sin embargo, cuando dichos actos afecten directamente derechos
sustantivos establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que no
sean posibles de reparar mediante un medio ordinario de defensa, y cuyas consecuencias
resultaran irreversibles o fatales al encontrarse en riesgo, por ejemplo, la vida, salud o integridad
física de los internos, se actualiza el supuesto de excepción a dicho principio, por lo que, en su
contra, procede el juicio de amparo indirecto, como en el caso de la negativa de atención médica
adecuada, pues implica una violación del derecho fundamental a la salud y a la reinserción de las
personas privadas de la libertad, previstos en los artículos 1o., 4o. y 18 constitucionales. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
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Esta tesis se publicó el viernes 04 de enero de 2019 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
 



13/9/2019 Semanario Judicial de la Federación - Tesis 2020298

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3000000000000&Apendice=1000000000000&Expresion=PERSONAS%2… 7/21

Contradicción de tesis 1/2018. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales
Colegiados, ambos en Materia Penal del Tercer Circuito. 2 de julio de 2018. Mayoría de dos votos
de los Magistrados Adalberto Maldonado Trenado y José Félix Dávalos Dávalos. Disidente y
Ponente: José Luis González. Encargado del engrose: Adalberto Maldonado Trenado. Secretario:
Francisco René Ramírez Marcial. 

Criterios contendientes: 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el
amparo en revisión 500/2017 y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia
Penal del Tercer Circuito, al resolver el recurso de queja 291/2017. 

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del
Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar
8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma parte

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2017822
Instancia: Plenos de Circuito Jurisprudencia
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo II Materia(s): Común, Penal
Tesis: PC.III.P. J/18 P (10a.)
Página: 1701

 
PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD. CUANDO RECLAMAN ACTOS RELACIONADOS
CON LAS CONDICIONES DE SU INTERNAMIENTO, COMO LO ES LA FALTA O NEGATIVA
DE ATENCIÓN MÉDICA ADECUADA, YA SEA URGENTE O NO, DEBEN AGOTAR EL
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE PETICIONES Y LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN
PREVISTOS EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, PREVIO A LA PROMOCIÓN
DEL JUICIO DE AMPARO.

Conforme a los artículos 1, 2, 9, 30, 34, 74, 76 a 78, 107 a 115 y 130 a 135 de la Ley Nacional de
Ejecución Penal, las personas privadas de su libertad, ya sea en prisión preventiva o en
ejecución de penas, tienen a su alcance un procedimiento administrativo de peticiones, mediante
el cual pueden hacer valer sus derechos atinentes a las condiciones de internamiento, entre las
que se encuentran la falta o negativa de atención médica adecuada, ya sea urgente o no urgente.
Adicionalmente, cuentan con un sistema de recursos de índole jurisdiccional, para el caso de que
la respuesta que recaiga a su petición no satisfaga sus necesidades, incluso, contra la omisión
de dar respuesta oportuna. Ante ese marco normativo ágil y eficaz, previo a promover el juicio de
amparo indirecto deben agotarse el procedimiento administrativo de peticiones, así como los
medios de impugnación previstos en la ley citada, en atención al principio de definitividad. 

PLENO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO.
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del engrose relativo a la contradicción de tesis 1/2018, resuelta por el Pleno en Materia Penal del
Tercer Circuito. 

Por ejecutoria del 6 de marzo de 2019, la Primera Sala declaró sin materia la contradicción de
tesis 265/2018 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 304/2018, resuelta por la
Primera Sala el 13 de febrero de 2019. 

Por ejecutoria del 20 de febrero de 2019, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de
tesis 325/2018 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al
estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva. 

Por ejecutoria del 6 de marzo de 2019, la Primera Sala declaró sin materia la contradicción de
tesis 319/2018 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis. 

Por ejecutoria del 20 de febrero de 2019, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de
tesis 390/2018 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al
estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.

 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10
de septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General
Plenario 19/2013.
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Amparo en revisión 590/2017. 5 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Mario Toraya.
Secretario: Alejandro Andrade del Corro. 

Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que las sentencias dictadas por el Primer Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Penal del Segundo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2017362
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 56, Julio de 2018, Tomo II Materia(s): Común, Penal
Tesis: V.1o.P.A.5 P (10a.)
Página: 1573

 
PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ANTE
LA AUTORIDAD CARCELARIA Y LA CONTROVERSIA PLANTEADA AL JUEZ DE
EJECUCIÓN PENAL, CONSTITUYEN LOS MEDIOS DE DEFENSA JUDICIALIZADOS,
EFICACES E IDÓNEOS PARA RESOLVER SUS PETICIONES E INCONFORMIDADES EN
RELACIÓN CON LOS ASPECTOS QUE INCIDAN EN LAS CONDICIONES DE SU
RECLUSIÓN, POR LO QUE DEBEN AGOTARSE, PREVIO A ACUDIR AL JUICIO DE
AMPARO.

La Ley Nacional de Ejecución Penal, en sus artículos 1, 2, 4, 9, 25, 30, 107 al 115, 122 y 130 al
135, prevé sendos procedimientos, uno administrativo y otro de índole jurisdiccional
(procedimiento administrativo ante la autoridad carcelaria o la controversia planteada al Juez de
Ejecución Penal), instituidos a favor de las personas privadas de su libertad y demás sujetos
legitimados con el objeto de que, en principio, sea la propia autoridad penitenciaria la que
conozca y resuelva las peticiones e inconformidades en torno a todos aquellos aspectos que
incidan en las condiciones de reclusión, y de subsistir la inconformidad u omisión en atender la
petición, podrá plantearse controversia ante el Juez de Ejecución, excepto en los casos urgentes
en los que pudieran estar en riesgo la vida e integridad física del interno, en los que se acudirá
directamente ante el Juez de Ejecución a plantear la petición o controversia, quien posee
facultades para ordenar de inmediato la suspensión de los actos u omisiones respectivas. Así,
como esos procedimientos se traducen en un medio de defensa judicializado, eficaz e idóneo
para resolver dichas inconformidades o peticiones, deberán agotarse previo a instar el juicio de
amparo indirecto en su contra, de lo contrario será improcedente en términos del artículo 61,
fracción XX, de la Ley de Amparo; máxime que, acorde con el artículo 25, fracción I, de la Ley
Nacional de Ejecución Penal, el Juez de Ejecución se instituyó como protector inmediato de los
derechos y garantías fundamentales de las personas privadas de su libertad. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO
CIRCUITO.
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Circuito, al resolver los amparos en revisión 809/2016, 170/2017 y 261/2017, respectivamente,
que fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 57/2018, resuelta el 17 de
octubre de 2018 por la Primera Sala de la que derivó la tesis de jurisprudencia 1a./J. 79/2018
(10a.), de título y subtítulo: "OMISIONES INHERENTES A LAS CONDICIONES DE
INTERNAMIENTO. PARA RECLAMARLAS, LA PERSONA PRIVADA DE SU LIBERTAD DEBE
AGOTAR EL MECANISMO DE CONTROL PREVISTO EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN
PENAL, ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de julio de 2018 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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Amparo en revisión 37/2017. Documenta, Análisis y Acción para la Justicia Social, A.C. 22 de
marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Ángel
García Cotonieto. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016924
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 54, Mayo de 2018, Tomo III Materia(s): Constitucional
Tesis: I.10o.A.2 CS (10a.)
Página: 2548

 
DIGNIDAD HUMANA. OBLIGACIONES DEL ESTADO PARA EL ESTRICTO RESPETO A ESE
DERECHO FUNDAMENTAL, TRATÁNDOSE DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE SU
LIBERTAD.

De conformidad con el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
sistema penitenciario en México se sustenta en el respeto a los derechos humanos de las
personas en reclusión, entre los que se encuentra el de la dignidad humana, previsto por el
artículo 1o. constitucional, mediante el cual se reconoce la superioridad de la persona frente a las
cosas. Así, su estricto respeto tratándose de las personas privadas de su libertad, deriva de la
especial condición de éstas, pues como lo estableció la Corte Interamericana de Derechos
Humanos, al detener a un individuo, el Estado lo introduce en una "institución total", como es la
prisión, en la cual los diversos aspectos de su vida se someten a una regulación fija, y se
produce un alejamiento de su entorno natural y social, un control absoluto, una pérdida de
intimidad, una limitación del espacio vital y, sobre todo, una disminución radical de las
posibilidades de autoprotección, por lo que el acto de reclusión implica la obligación del Estado
de asumir una serie de responsabilidades particulares y tomar diversas iniciativas especiales
para garantizar a las personas las condiciones necesarias para desarrollar una vida digna y
contribuir al goce efectivo de los derechos que bajo ninguna circunstancia pueden restringirse, o
de aquellos cuya restricción no deriva necesariamente de la privación a la libertad y que, por
tanto, no es permisible. 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Queja 186/2017. 31 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Ricardo Ramos
Carreón. Secretario: Mario Hazael Romero Mejía. 

Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que las sentencias dictadas por el Segundo
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión
170/2017, así como por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016370
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 52, Marzo de 2018, Tomo IV Materia(s): Común, Penal
Tesis: III.2o.P.135 P (10a.)
Página: 3318

 
ACTOS RELACIONADOS CON LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO DE PERSONAS
PRIVADAS DE SU LIBERTAD. ATENTO AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, ES NECESARIO
AGOTAR EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN
PREVISTOS EN SU CONTRA EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, PREVIO A LA
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.

Los artículos 1, 2, 4, tercer y cuarto párrafos, 9, 25, fracción I, 30, 107 a 115, 122 y 130 a 135 de
la Ley Nacional de Ejecución Penal establecen un procedimiento administrativo para atender las
solicitudes de las personas privadas de su libertad, relacionadas con su salud, lugar de reclusión,
cambio de módulos, estancias, dormitorios, alimentación, entrega de vestimenta y, en general,
con todos los actos que afecten sus condiciones de vida digna y segura en reclusión; además,
disponen la posibilidad de impugnar las decisiones adoptadas por la autoridad penitenciaria, pues
el artículo 114 de la ley citada, señala que si la solicitud fue resuelta en sentido contrario a los
intereses del peticionario, éste podrá formular controversia ante el Juez de ejecución dentro de
los diez días siguientes a la fecha de notificación de dicha resolución, o bien, en cualquier tiempo,
si los efectos del acto son continuos o permanentes; asimismo, prevén la posibilidad de impugnar
la omisión de la autoridad penitenciaria de atender esas solicitudes, pues dispone que si la
petición no fue resuelta dentro del plazo legal, los promoventes podrán acudir ante el Juez de
ejecución competente y demandar esta omisión; de igual manera, el interno tiene a su alcance
los recursos de revocación y apelación previstos en los artículos 130 a 135 indicados, para el
caso de estar inconforme con alguna decisión de la autoridad judicial. En esa virtud, antes de
acudir al juicio de amparo a impugnar actos relacionados con las condiciones de internamiento
de personas privadas de su libertad, es necesario agotar el procedimiento administrativo, así
como los medios de impugnación previstos en su contra en la ley referida, atento al principio de
definitividad. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO.
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resolver el amparo en revisión 261/2017, que fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción
de tesis 393/2017, declarada inexistente por la Primera Sala el 16 de mayo de 2018.

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
 



13/9/2019 Semanario Judicial de la Federación - Tesis 2020298

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3000000000000&Apendice=1000000000000&Expresion=PERSONAS%… 14/21

Queja 186/2017. 31 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Ricardo Ramos
Carreón. Secretario: Mario Hazael Romero Mejía. 

Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que las sentencias dictadas por el Tercer Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver los amparos en revisión 304/2017 y
257/2017, así como el recurso de queja 215/2017, que fue objeto de la denuncia relativa a la
contradicción de tesis 393/2017, declarada inexistente por la Primera Sala el 16 de mayo de
2018.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016371
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 52, Marzo de 2018, Tomo IV Materia(s): Común, Penal
Tesis: III.2o.P.136 P (10a.)
Página: 3319

 
ACTOS RELACIONADOS CON LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO DE PERSONAS
PRIVADAS DE SU LIBERTAD. SI AFECTAN DIRECTAMENTE DERECHOS SUSTANTIVOS,
CON CONSECUENCIAS IRREVERSIBLES O FATALES, SE ACTUALIZA LA EXCEPCIÓN AL
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE
AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA.

Los artículos 1, 2, 4, tercer y cuarto párrafos, 9, 25, fracción I, 30, 107 a 115, 122 y 130 a 135 de
la Ley Nacional de Ejecución Penal establecen un procedimiento administrativo para atender las
solicitudes de las personas privadas de su libertad, relacionadas con su salud, lugar de reclusión,
cambio de módulos, estancias, dormitorios, alimentación, entrega de vestimenta y, en general,
con todos los actos que afecten sus condiciones de vida digna y segura en reclusión; además,
disponen la posibilidad de impugnar las decisiones u omisiones de la autoridad penitenciaria, por
medio de la controversia que se plantee ante el Juez de ejecución, incluso, prevén que los
internos tienen a su alcance los recursos de revocación y apelación para el caso de estar
inconformes con alguna decisión de la autoridad judicial. De lo anterior, se colige que, por regla
general, antes de acudir al juicio de amparo a impugnar actos relacionados con las condiciones
de internamiento de personas privadas de la libertad, es necesario agotar el procedimiento
administrativo referido, así como los medios de impugnación previstos en su contra, atento al
principio de definitividad; sin embargo, cuando dichos actos afecten directamente derechos
sustantivos, cuyas consecuencias resultaran irreversibles o fatales al encontrarse en riesgo, por
ejemplo, la vida, salud o integridad física de los internos, se actualiza el supuesto de excepción a
dicho principio, por lo que, en su contra, procede el juicio de amparo indirecto. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO.
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Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Queja 186/2017. 31 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Ricardo Ramos
Carreón. Secretario: Mario Hazael Romero Mejía.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016408
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 52, Marzo de 2018, Tomo IV Materia(s): Penal
Tesis: III.2o.P.134 P (10a.)
Página: 3548

 
SOLICITUDES RELACIONADAS CON LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO DE
PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD. FORMA DE SUSTANCIARSE EL
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA ATENDERLAS, PREVISTO EN LA LEY
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL.

Los artículos 1, 2, 4, tercer y cuarto párrafos, 9, 25, fracción I, 30, 107 a 115, 122 y 130 a 135 de
la Ley Nacional de Ejecución Penal, prevén un procedimiento administrativo para atender las
solicitudes de las personas privadas de su libertad, relacionadas con su salud, lugar de reclusión,
cambio de módulos, estancias, dormitorios, alimentación, entrega de vestimenta y, en general,
con todos los actos que afecten sus condiciones de vida digna y segura en reclusión, cuya
sustanciación es la siguiente: 1) una vez recibida la petición, la autoridad penitenciaria, dentro de
las veinticuatro horas siguientes, la admitirá e iniciará el trámite del procedimiento, o bien,
prevendrá en caso de ser confusa; dicha determinación debe notificarse personalmente al
promovente; 2) en caso de prevención, el peticionario tendrá un plazo de setenta y dos horas a
partir de su notificación para subsanarla, de no hacerlo, la autoridad penitenciaria citará al
promovente para que verbal y personalmente aclare su petición y, hecho lo anterior, se emitirá la
resolución sobre el fondo de la cuestión planteada; sin embargo, en caso de no acudir a la
citación, se tendrá por desechada la petición formulada; 3) admitida la petición, el director del
centro debe allegarse por cualquier medio de la información necesaria, dentro del plazo señalado
para resolver, considerando siempre la que, en su caso, hubiese aportado el peticionario, y con la
finalidad de emitir una resolución que atienda de manera óptima la petición, si así procediera; y,
4) el director del centro debe resolver dentro de un plazo de cinco días contados a partir de la
admisión de la petición, y notificar al peticionario en un plazo no mayor a veinticuatro horas
posteriores al dictado de la resolución. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2008053
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV Materia(s): Constitucional, Penal
Tesis: I.9o.P.69 P (10a.)
Página: 2928

 
DERECHO DE ACCESO, DISPOSICIÓN Y SANEAMIENTO DEL AGUA PARA CONSUMO
PERSONAL Y DOMÉSTICO, EN FORMA SUFICIENTE, SALUBRE, ACEPTABLE Y
ASEQUIBLE. TRATÁNDOSE DE PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD, AQUÉL DEBE
ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS PLASMADOS EN LA CONSTITUCIÓN
FEDERAL Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES, A PARTIR DE UNA
INTERPRETACIÓN MÁS AMPLIA QUE LES FAVOREZCA EN TODO MOMENTO
(APLICACIÓN DEL PRINCIPIO PRO PERSONA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA
CONSTITUCIÓN FEDERAL).

Con base en las reformas constitucionales en materia de derechos humanos, de 10 de junio de
2011, en vigor a partir del día siguiente, en términos del artículo 1o., todas las personas gozarán
de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte. En relación con el derecho de acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre,
aceptable y asequible, el artículo 4o. constitucional establece que el Estado lo garantizará y la ley
definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los
recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los
Municipios. Luego, respecto de las personas privadas de la libertad, este derecho está
reconocido en instrumentos internacionales, informes y documentos de órganos autorizados
como la Observación General No. 15 del Comité de Naciones Unidas de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales -sobre el derecho al agua-; las Reglas Mínimas para el tratamiento de los
Reclusos; Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de la
Libertad en las Américas; el Informe sobre los Derechos Humanos de las Personas Privadas de
la Libertad en las Américas; Comité Internacional de la Cruz Roja y Corte Interamericana de
Derechos Humanos -Caso Vélez Loor vs. Panamá-. En concordancia, el Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales elaboró la Observación General Número 15, de noviembre de
2002, en la que precisa que el vital líquido es un recurso natural limitado y un bien público
fundamental para la vida y la salud, y que el derecho humano al agua es indispensable para vivir
dignamente y condición previa para la realización de otros derechos humanos. En este sentido, y
en correspondencia con el "principio pro persona", conforme al cual la interpretación jurídica
siempre debe buscar el mayor beneficio para el hombre, el derecho humano al agua, es aquel a
disponer de la suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y
doméstico; un abastecimiento adecuado es necesario para evitar la muerte, y para satisfacer las
necesidades de consumo, cocina e higiene personal y doméstica, lo que se logra con el
abastecimiento de agua que de cada persona debe ser continuo y suficiente para los usos
personales y domésticos; la cantidad disponible para cada persona debería corresponder a las
directrices de la Organización Mundial de la Salud; por lo que, el agua, las instalaciones y los
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Amparo en revisión 158/2014. 2 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Emma
Meza Fonseca. Secretario: Martín Muñoz Ortiz. 

Nota: Por ejecutoria del 31 de mayo de 2017, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción
de tesis 180/2016 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis,
al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.

servicios deben ser accesibles para todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del
Estado Parte. Por ello, si el agua y los servicios e instalaciones deben ser accesibles a todos de
hecho y de derecho, incluso a los sectores más vulnerables y marginados de la población, sin
discriminación alguna, a fin de garantizar la tutela de ese derecho humano, los Estados Partes
deben adoptar medidas para eliminar la discriminación cuando se prive a las personas de los
medios o derechos necesarios para ejercer su derecho al agua; además, deben velar porque la
asignación de los recursos de agua y las inversiones, faciliten su acceso a todos los miembros de
la sociedad; pues las transformaciones no deben ser en beneficio de una fracción privilegiada de
la población, sino invertirse en servicios e instalaciones que redunden a favor de un sector más
amplio, conforme a una interpretación no restrictiva, atendiendo al principio pro homine, que
permite acudir a una interpretación del derecho al agua acorde con los principios sustentados en
la Constitución Federal y en los derechos humanos contenidos en los instrumentos
internacionales referidos, a partir de una interpretación que favorezca en todo tiempo a las
personas la protección más amplia. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de noviembre de 2014 a las 10:05 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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Amparo en revisión 158/2014. 2 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Emma
Meza Fonseca. Secretario: Martín Muñoz Ortiz.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2008054
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV Materia(s): Constitucional, Penal
Tesis: I.9o.P.68 P (10a.)
Página: 2930

 
DERECHO FUNDAMENTAL AL AGUA POTABLE. AL SER LAS PERSONAS PRIVADAS DE
LA LIBERTAD SUJETOS ESPECIALMENTE VULNERABLES, LAS AUTORIDADES
CARCELARIAS DEBEN GARANTIZARLO Y REFORZARLO EN LOS CENTROS DE
RECLUSIÓN, CON CRITERIOS DE DISPONIBILIDAD, CALIDAD Y ACCESIBILIDAD.

El agua como recurso imprescindible para los seres humanos cumple primordialmente la
necesidad de consumo y usos domésticos de todos los individuos. Así, en la asignación de los
recursos hídricos debe concederse prioridad al derecho a utilizarla cuando se pretenda con su
suministro garantizar los derechos fundamentales a la vida, salud, dignidad humana y
alimentación. Por tanto, al ser necesaria para fines domésticos o personales, o para evitar el
hambre y las enfermedades, su suministro deberá hacerse prioritariamente. Al respecto, el
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha sostenido que si bien el derecho al
agua potable es aplicable a todos universalmente, los Estados deben prestar especial atención a
las personas que tradicionalmente han tenido dificultades para ejercerlo; y respecto de las
personas privadas de la libertad, establece que el Estado tiene el deber de adoptar medidas con
el fin de que los presos tengan agua suficiente y de calidad para atender sus necesidades
diarias, teniendo en cuenta las prescripciones del derecho internacional humanitario y las reglas
mínimas para el tratamiento de los reclusos. Por lo que, al encontrarse los internos bajo la
custodia del Estado, en virtud de la especial relación de sujeción, deben ser las autoridades
carcelarias las que garanticen el derecho fundamental al agua con criterios de disponibilidad,
calidad y accesibilidad, pues las personas privadas de la libertad no cuentan con una opción
distinta a la administración para alcanzar la plena realización de su derecho fundamental al agua
al interior de los penales, razón que justifica que, por tratarse de sujetos especialmente
vulnerables, la garantía de su derecho deba ser reforzada, porque quienes se encuentran
obligados a garantizar el derecho al agua de los reclusos -autoridades penitenciarias- asumen
reiteradamente una actitud de desidia respecto de su obligación de garantizar este derecho en
los niveles mínimos esenciales que permitan a los internos subsistir al interior de las prisiones del
país de forma digna y humana. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Esta tesis se publicó el viernes 28 de noviembre de 2014 a las 10:05 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
 


